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Resumen: Una sentencia de la SC del TSJ nos informa acerca de la cantidad de 
juicios por nulidad de asambleas de accionistas bajo el argumento de defectos en 
la respectiva convocatoria. Otro fallo del mismo TSJ, nos da noticia de la gran 
cantidad de periódicos que han desaparecido en el país en los últimos tiempos 
“justificando” ese hecho en un “encarecimiento de los insumos necesarios”. La 
argumentación que pretende sustentar los fallos aquí comentados, justifican el 
análisis de normas legales y tendencias jurisprudenciales acerca del contenido de 
los avisos referentes a convocatorias para la celebración de asambleas de accio-
nistas de sociedades mercantiles, tema en el cual centramos el presente trabajo.
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The Convening of Shareholders’ Meetings in the Case Law of the 
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Abstract: A ruling by the Constitutional Chamber of the Supreme Tribunal of Justice 
informs us about the volume of lawsuits seeking the annulment of shareholders’ 
meetings based on the argument of defects in the respective notice of meeting. 
Another ruling by the same Supreme Tribunal brings to light the large number of 
newspapers that have disappeared in the country in recent times, “justifying” this 
fact by an “increase in the cost of necessary supplies.” The arguments intended 
to support the rulings commented on herein justify the analysis of legal norms 
and jurisprudential trends regarding the content of notices concerning the calling 
of shareholders’ meetings of commercial companies, a topic on which this paper 
focuses.
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1. Las convocatorias para asambleas de accionistas

Los arts. 275, 276 y 280 CCo. señalan las principales facultades de las asambleas 
de accionistas de las sociedades anónimas. Del elenco de asuntos encomendados por 
la ley a dicho órgano, se evidencia la importancia que el mismo tiene en la vida de la 
sociedad; al punto de que es posible afirmar, que la asamblea de socios es el principal 
órgano social, ya que de su correcto funcionamiento dependen las decisiones que ésta 
debe adoptar para el cumplimiento de su objeto social. Las asambleas de accionistas 
son reuniones de socios. No obstante, no es posible afirmar que toda reunión de socios 
de una sociedad pueda ser calificada como una asamblea de accionistas y, en conse-
cuencia, apta para deliberar sobre asuntos que interesan a la sociedad y adoptar decisio-
nes producto de dichas deliberaciones; para que ello ocurra, es necesario cumplir una 
serie de requisitos previstos en la ley, los cuales, de ser omitidos, pueden provocar la 
nulidad de la asamblea.
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Tales requisitos son: (i) La publicidad de la convocatoria para la reunión de la 
asamblea; esto es, el aviso dirigido a los socios en el cual se les advierte que en un 
lugar, fecha y hora determinados, se efectuará una asamblea de accionistas; ello con el 
propósito de deliberar y decidir acerca de los puntos que conforman el Orden del Día. 
Al respecto el art. 277 CCo. dispone que la asamblea debe ser convocada por los admi-
nistradores, por la prensa, en periódicos de circulación, con cinco días de anticipación, 
por lo menos al fijado para su reunión.

En otras palabras, la citada norma determina el medio en el cual se debe hacer 
pública la convocatoria, así como la mínima anticipación con la cual la asamblea debe 
ser convocada. El art. 279 eiusdem, otorga a todos los accionistas el derecho de «solici-
tar una convocatoria personalizada», siempre y cuando hagan “elección de domicilio” 
y depositen en la caja social la cantidad de acciones necesarias para tener derecho de 
voto en la asamblea. La norma citada menciona expresamente, como medio de envío y 
recepción de la convocatoria personalizada el sistema de “carta certificada”.

Los estatutos de la sociedad pueden modificar el contenido de los citados artícu-
los, ampliando el plazo para la reunión; otros medios para publicitar la convocatoria; 
etc. No obstante, la SCC del TSJ, en sentencia de fecha 13 de junio de 2025, Exp. N° 
AA20-C-2025-000138, estableció dos disposiciones importantes en relación a las con-
vocatorias de las asambleas de sociedades. En efecto, por una parte señala que “…la 
publicación por la prensa es de «inexcusable cumplimiento»” (énfasis añadido), y por 
otra parte expresó:

“…Aquellas cláusulas estatutarias que impliquen una limitación o perjuicio de 
los derechos de los socios o accionistas de ser informados de la celebración de las 
asambleas, deben ser interpretadas en beneficio de los derechos de los accionistas, 
a los fines de que se les garantice una adecuada y oportuna información, de mane-
ra que los socios están obligados a cumplir las condiciones y reglas establecidas, 
tanto en los estatutos de la empresa como en el Código de Comercio, para realizar 
la convocatoria de los restantes socios para la celebración de la asamblea de ac-
cionistas, para de esta manera garantizar a los socios que tengan la información 
necesaria para que asistan, preparen sus observaciones respecto a los asuntos que 
se tratarán, y ejerzan sus derechos de socios, ya que la convocatoria tiene por 
objeto proteger los intereses propios de los mismos…”

y (ii) en relación con la reunión que se pretende sea una asamblea de accionistas, 
también pauta en la ley requisitos a cumplir a fin de que la reunión pueda ser considera-
da válidamente constituida y apta para deliberar y adoptar decisiones sobre los puntos 
que integran el Orden del Día.

Esos requisitos son: 1) Presencia en la reunión, por si o por medio de apoderados, 
de cierta porción del capital social; porcentaje que normalmente está señalado en los 
estatutos, y si estos documentos omitieren el punto, se aplica como quorum el estable-
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cido en la ley: la presencia de más del 50% capital social (art. 273 CCo.) Para casos 
especiales, el CCo. fija un porcentaje mayor (art. 280 CCo.) En los casos que no están 
comprendidos en el art. 280 CCo., si a la primera convocatoria no asiste el quorum ne-
cesario, debe hacerse una segunda convocatoria en los términos del art. 276 eiusdem, 
y la asamblea quedará constituida con los socios que concurran. En el caso del art. 280 
del mismo Código, se procede como dispone el art. 281 CCo. Además, es importante 
señalar que los socios tienen derecho a que se les entregue el balance de cierre de ejer-
cicio y el Informe del comisario, con 15 días de anticipación a la fecha de reunión de 
la asamblea que debe decidir acerca de dichos documentos (art. 284 CCo.); 2) Además 
del quorum exigido, por los estatutos sociales o la ley, se requiere, para adoptar válida-
mente decisiones sobre los puntos del Orden del Dia, un cierto porcentaje del capital 
social que vote a favor del acuerdo; porcentaje que debe estar señalado en los estatutos 
y, en caso de omisión, las decisiones serán válidas con el voto favorable de más del 
50% del capital social representado en la asamblea.

Finalmente, consideramos adecuado hacer mención en este lugar a las denomi-
nadas “asambleas universales”; esto es, aquellas asambleas en las cuales, sin necesidad 
de publicar la convocatoria en la forma prevista en el art. 277 CCo., se reúne el ciento 
por ciento del capital social de una compañía y acuerda por unanimidad convertirse 
en una asamblea de accionistas, resolviendo —también por unanimidad—, el Orden 
del Día con los puntos sobre los cuales dicha asamblea va deliberar y decidir. En este 
sentido, consideramos que la aceptación por unanimidad de los puntos que conforman 
el Orden del Día es indispensable; en consecuencia, en el acta respectiva debe constar 
tanto la voluntad de la totalidad del capital social reunido de convertirse en asamblea 
de accionistas, como la voluntad de ese mismo capital de considerar y resolver sobre 
todos y cada uno de los puntos que conforman el Orden del Día.

Por otra parte, la doctrina no es uniforme a la hora de otorgar significado a las 
palabras prensa, periódicos y de circulación contenidas en el art. 277 CCo. A tal efecto 
el maestro Alfredo Morles Hernández escribió:

“La convocatoria debe ser hecha por la prensa, en periódicos de circulación (Ar-
tículo 277 del Código de Comercio). No puede hacerse en una revista de publica-
ción mensual, por ejemplo (Calcaño Spinetti). Se ha afirmado que esta norma, por 
cierto muy defectuosa, sólo exige que el periódico tenga circulación, que no dice 
de “mayor circulación” o de “gran circulación” (Acedo Mendoza); sin embargo, 
podría pensarse que si en el caso de la asamblea constitutiva la ley exige que la 
publicación se haga “en uno de los periódicos de más circulación” (artículo 253 
del Código de Comercio), la referencia del artículo 277 a periódicos de circula-
ción puede interpretarse como “uno de los periódicos de más circulación”. Se 
estaría, de este modo, completando la mens legis, que no pudo haberse referido a 
un periódico de escasa circulación, pues, entonces, la idea habría sido expresada 
de otra manera. Esta forma de razonar no constituiría una aplicación analógica del 
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artículo 253, aunque se llegue a las mismas consecuencias. Zerpa estima que la 
convocatoria ha de hacerse en la prensa diaria, de tipo general, lo cual excluiría 
algunos órganos de gran difusión que no circulan los domingos (El Mundo, de 
Caracas) o prensa especializada, como la prensa confesional (Diario católico La 
Religión, también de Caracas). (omissis)… El Código de Comercio prevé una 
forma de convocatoria personal, por correspondencia (carta certificada), convo-
catoria a la cual tiene derecho “todo accionista”, haciendo elección de domicilio y 
depositando en la caja de la compañía el número de acciones necesarias para tener 
un voto en la asamblea (artículo 279 del Código de Comercio). En el documento 
constitutivo se incorporan, en ocasiones, sistemas de convocatoria directos a los 
accionistas, a través de carta certificada, telegrama, télex, fax u otras formas de 
remisión de mensajes, pero estos modos de convocar no pueden funcionar sino 
en empresas de pocos socios. Su instauración en sociedades de grandes dimensio-
nes, como las que recurren a la oferta pública, sería una fuente de dificultades. Se 
presta a una gran difusión, en cambio, un anuncio en Internet en la página web de 
la sociedad. Sin embargo, la publicación por la prensa es de inexcusable cumpli-
miento. En un modelo de pactos estatutarios de los accionistas, recomendado por 
los Notarios de España en su página web, partiendo de la cualidad preceptiva del 
artículo 97 de la Ley de Sociedades Anónimas que ordena publicar la convocato-
ria en el Boletín Oficial del Registro Mercantil y en uno de los diarios de mayor 
circulación de la provincia, se exhorta a añadir como requisito acumulativo el 
de remisión electrónica del anuncio a todos los socios que remitan a tal fin a la 
sociedad su dirección de correo electrónico. Se ha propuesto eliminar el carácter 
preceptivo de la convocatoria en la forma establecida por el artículo 97 (Vivent 
Chulià)”.1

Con relación a lo antes indicado, al consultar el DRAE encontramos: (i) Con 
respecto a la palabra “prensa”: en su acepción número 3: «conjunto o generalidad de las 
publicaciones periódicas y especialmente las diarias»; (ii) En relación a “periódicos”, 
en su acepción número 2: «que se repite con frecuencia a intervalos determinados»; y, 
(iii) Con relación a “circulación” en su acepción número 1: «acción de circular».

De lo expuesto, salvo mejor opinión, se deduce lo siguiente: 1) El término “pren-
sa” no se reduce necesariamente a publicaciones que circulan todos los días, sino que 
abarca aquellos medios que son publicados «en forma periódica», con lo cual no que-
dan fuera del vocablo las revistas si su publicación tiene periodicidad; por otra, el 
DRAE indica, a nuestro modo de ver, no solo a la “prensa” impresa sino que hoy en día 
debe entenderse dentro del concepto otros medios de información; 2) El término “pren-
sa” no hace referencia únicamente a las publicaciones diarias (de todos los días), sino 
a publicaciones que se repiten con frecuencia a «intervalos determinados», con lo cual 
quedarían incluidos en dicho término las revistas; y, 3) Finalmente, el art. 277 CCo. no 

1	 Morles Hernández, Alfredo: Curso de Derecho Mercantil. Las sociedades mercantiles. abediciones. Colección Catedra, 
UCAB, Caracas, 2017, 7ª edición, T° II, pp. 361 y 362.
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califica el vocablo “circulación” desde el punto de vista de cantidad de ejemplares que 
circulan. Por lo demás, en la actualidad no se mide la circulación de los diarios (como 
se hacía anteriormente, ya que, como lo reconoce un fallo del TSJ constituye un hecho 
notorio en nuestro país la no circulación de las publicaciones.2 Por otra parte, se ha 
hecho costumbre, establecer en los estatutos sociales el lugar en el cual debe circular el 
medio en el cual debe ser publicada la convocatoria; requerimiento que debe ser cum-
plido so pena de viciar la convocatoria.

Vale la pena destacar que el art. 288 CCo., señala que un número de accionistas 
que represente la tercera parte de los que concurran a la asamblea, o un número que 
represente la mitad del capital social representado en la reunión, tienen derecho a que 
se posponga la reunión por tres días que no está suficientemente informado sobre las 
materias sometidas a deliberación. Los otros accionistas no pueden oponerse al dife-
rimiento; pero el argumento no puede ser utilizado más de una vez sobre el mismo 
objeto (art. 288 CCo.). No obstante, debemos señalar que la sentencia N° 1420 de la 
SC/TSJ, de fecha 20 de julio de 2006, dictada con «carácter vinculante» reinterpretó los 
artículos 261, 284, 287, 290, 291, 305, 306, 310 y 311 del CCo. en lo que respecta a la 
protección de los accionistas minoritarios de las sociedades anónimas de capital cerra-
do. La aludida «reinterpretación» consiste, básicamente, en eliminar los porcentajes de 
propiedad de porciones de capital social exigidos en las precitadas normas para ejercer 
los derechos de inspección y vigilancia que corresponde a los socios. En otras palabras, 
a partir del fallo antes mencionado, cualquier accionista o grupo de accionistas que 
represente una porción del capital social, por pequeña que esta sea, tiene el derecho de 
ejercer las actividades contenidas en las normas antes citadas.3 La Sala argumentó bá-
sicamente, a partir del contenido del artículo 28 de nuestra Constitución. Como funda-
mento fáctico, la sentencia mencionada, expone su concepción de la empresa societaria 
actual en los términos siguientes:

“…La compresión de la empresa societaria como una entidad económica cuya 
actividad rebasa el sólo interés lucrativo de sus socios, queda plasmada en una 
amplia tendencia –ya casi global– que señala que su responsabilidad trasciende 
también en aquellas personas involucradas en el negocio: trabajadores, proveedo-
res, clientes, competidores, etcétera.
Bajo este nuevo esquema, la empresa pasa a ser concebida como un importante 
motorizador de la economía con un impacto social fundamental y de allí que los 
Estados hayan comenzado a regular un conjunto de instituciones que permitan 
imponer –también dentro del ámbito societario– conductas éticas que resguarden 

2	 Ver sentencia SCC/TSJ Exp. AA20-C-2025-000138 del 13 de junio de 2025.
3	 Comentarios sobre el art. 291 del CCo., pueden verse en el trabajo de Diego Thomás Castagnino: “El procedimiento de 

denuncias por irregularidades en el cumplimiento de los deberes de los administradores y falta de vigilancia de los comi-
sarios en Revista Venezolana de Derecho Mercantil, Nro. 7, 2021, pp 25-42.
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los intereses de todos los que forman parte de ese amplio espectro de afectado– 
directa o indirectamente– por el desarrollo del negocio”.

La necesidad de publicidad de la convocatoria para celebrar válidamente las 
asambleas de accionistas, se vincula estrechamente con las normas que establecen el 
derecho de información que corresponde a los accionistas y las cuales se consideran 
normas de ius cogens, por lo cual deben ser respetadas en todo caso y si bien los estatu-
tos pueden regular dicho derecho, lo pueden hacer siempre y cuando sea para ampliarlo 
y no para restringirlo En este sentido, una sentencia de la SC ha expuesto: “Es cierto 
como afirma la Sala en su fallo del 20 de julio de 2006, el cual hemos estado citando, 
que “…el derecho de información de todos los socios está íntimamente vinculado a su 
derecho a la propiedad y por ello no caben dudas en cuanto a que el acceso a tal infor-
mación tiene sustrato constitucional”. No obstante, agregamos, no se puede negar que 
también es cierto que, si bien en principio, los socios tienen intereses coincidentes; que 
conducen a la affectio societatis; en lo que respecta a los derechos particulares de cada 
socio pueden tener —y de hecho tienen—, intereses no coincidentes; no coincidencia 
que puede llegar al máximo de «intereses contrarios». Por otra parte. Es un hecho no-
torio que el espionaje industrial existe y se ejercita. La constatación de esa posibilidad 
conduce a que en materia de intereses de los socios individuales, graves conflictos a los 
cuales debe buscarse una solución.

En el sentido antes señalado, existe la posibilidad de que en casos concretos, 
alguien adquiera una pequeña porción el capital social de una empresa y haciendo uso 
indebido de la nueva interpretación de ciertos artículos del CCo., (aplicando la senten-
cia antes comentada), tenga acceso ilimitado a información sensible de la sociedad, con 
el resultado de que podría causar daños irreparables a la empresa, y afectar gravemente 
el derecho de propiedad de los otros socios. Ello plantea la necesidad de que cuando 
se presente ante un tribunal el ejercicio del derecho a la información, se ponderen de-
bidamente los intereses en conflicto y se niegue el derecho cuando su conocimiento 
puede llegar a dañar a la empresa. La protección legal debe tener como límite el estricto 
derecho de propiedad del solicitante, sin permitir causar daño a los otros socios que 
también son propietarios. Sabemos que es un tema delicado y difícil, pero no imposible 
de resolver; tan solo es necesario jueces con conocimiento de la materia sobre la cual 
deciden, independencia e imparcialidad en sus decisiones.

Hemos considerado conveniente preceder cada comentario sobre a las sentencias 
mencionadas al comienzo de este trabajo, con un resumen de lo discutido en el juicio 
que originó la sentencia, a fin de que resulte más claro entender los comentarios que 
hagamos sobre las decisiones contenidas en cada fallo. Seguidamente damos comienzo 
al análisis de los fallos.

La convocatoria para celebrar asambleas de accionistas en la jurisprudencia del TSJ
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2. Las sentencias

2.1. SCC/TSJ Exp. N° 2009-000556 sentencia del 9 de marzo de 2010

Resumen del caso: Varias personas demandaron a la sociedad anónima de la cual 
eran socios, solicitando la nulidad de una asamblea de accionistas celebrada el 15 de 
noviembre de 1995. El juzgado superior falló declarando nula la asamblea y sin lugar 
una reconvención propuesta y modificó la sentencia apelada. La demandada anunció 
y formalizó recurso de casación. La acción de nulidad por cuanto fue fundamentada 
bajo defecto en la convocatoria por cuanto los socios no fueron convocados por correo 
certificado solo por publicación en prensa. La demandada fundó su defensa en que 
desconocía la dirección de los accionistas y por ello no podía hacer las convocatorias 
personalizadas.

En el fallo analizado, la SCC (refiriéndose a la sentencia de segunda instancia):

“En esta oportunidad delata la formalizante la infracción del artículo 277 del 
Código de Comercio por falsa aplicación. En el capítulo anterior, la Sala dejó 
expresado que el juez superior en modo alguno infringió la mencionada norma, 
con base en que tanto los estatutos sociales de la empresa como el Código de 
Comercio en sus artículos 277 y 279, ordenan realizar la convocatoria de los ac-
cionistas para las asambleas ordinarias y extraordinarias por la prensa o por carta 
certificada, pronunciamiento éste que es ajustado a derecho”

A nuestro modo de ver la SCC, actuó correctamente al señalar que conforme a 
los artículos 277 y 279 CCo., las asambleas ordinarias y extraordinarias, deben ser con-
vocadas «por la prensa o por carta certificada» (énfasis nuestro); esto es, dichas normas 
se prescriben formas de convocar «no concurrentes». El art. 279 prevé una forma de 
convocatoria que es electiva para los accionistas; es decir, obligatoria solo cuando el 
accionista ha solicitado que se le convoque por carta certificada y ha comunicado su 
dirección a los administradores. Desafortunadamente, en otro fallo, la SC/TSJ Exp. N° 
16-0826, en sentencia del 9 de diciembre de 2016, cambió el antes mencionado criterio, 
por uno errado; fallo al cual además le dio «carácter vinculante».

2.2. SC/TSJ Exp. N° 16-0826 sentencia del 9 de diciembre de 2016

Resumen del caso: Dos socios de una compañía anónima solicitaron la revisión 
de la sentencia Nº RC-000228 de la SCC, dictada en fecha 11 de abril de 2016; fallo 
que declaró con lugar el recurso de casación interpuesto por la demandada contra una 
decisión de un tribunal superior que mediante fallo del 13 de abril de 2015 declaró con 
lugar la demanda de nulidad; nulidad que originalmente fue solicitada por los accio-
nantes de la revisión. Como fundamento de su solicitud de revisión, los solicitantes 
alegaron: a) Que la administración de la compañía está a cargo de seis administradores, 
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de los cuales unos tienen firma tipo “A” y otros tipo “B”; b) Que de conformidad con 
la cláusula vigésima primera de los estatutos de la sociedad, “un administrador tipo 
“A” con un administrador tipo “B”, que poseen amplios poderes de administración, 
disposición y representación de la compañía, como convocar las asambleas generales 
o extraordinarias...”; c) Que el 13 de abril de 2012 se publicó una convocatoria para 
una asamblea de accionistas a celebrarse el 27 de abril de 2012; convocatoria suscrita 
por una administradora tipo “A”, quien “manifestó actuar en su propio nombre y en 
representación de un administrador tipo “B”, del cual era apoderada general en el año 
1982”; d) Que el 12 de julio de 2012 interpusieron acción de nulidad de la asamblea 
convocada para el 27 de abril de 2012 y que el día 24 de enero de 2012, se pretendió 
realizar otra asamblea extraordinaria de accionistas de la cual los mismos solicitantes 
de la revisión había demandado su nulidad; e) Que el 14 de agosto de 2014, en primera 
instancia, declaró con lugar la demanda de nulidad; decisión que fue apelada por la de-
mandada y un tribunal superior declaró sin lugar la apelación en fallo del 13 de abril de 
2015. f) Que contra el fallo de 13 de abril de 2015, los demandantes ejercieron recurso 
de casación, el cual fue declarado con lugar por la SCC el 11 de abril de 2016; sentencia 
objeto de la revisión solicitada; g) El fundamento de la revisión es la desnaturalización 
de las cláusulas novena y trigésima cuarta de los estatutos sociales, las cuales alegan 
que fueron “interpretadas erróneamente” por la SCC y contrariamente al contenido 
del art: 227 (sic) del CCo. En su escrito de solicitud de revisión, los solicitantes men-
cionaron que la SCC había violado el criterio sobre interpretación de los contratos en 
su propia sentencia de fecha 31 de mayo de 2002 (caso: José Félix Gómez y Carmen 
Bernaez de Gómez).

Antes de establecer lo que consideramos la parte medular del fallo, la Sala ex-
presa entre sus motivaciones: “…la «publicación por la prensa es de inexcusable cum-
plimiento»” (énfasis nuestro). Con la frase antes transcrita la Sala entiende (así lo de-
muestra en fallos posteriores) la frase “por la prensa” «como prensa impresa». En este 
sentido somos del parecer que la hermenéutica debe hacerse poniendo la palabra, frase 
o párrafo que se interpreta en el contexto en el cual se hace la interpretación. En este 
sentido, pensamos que va contra ese modo de interpretar aquel que se reduce a interpre-
tar una norma de 1904 dentro de la realidad del primer cuarto del siglo XXI; sin tomar 
en consideración el avance tecnológico, especialmente en materia de comunicaciones, 
que ha surgido en el mundo actual. La nueva visión es acogida por la SCC en su sen-
tencia dictada en el Exp. N° 2023-000528 del 23 de febrero. La parte fundamental del 
fallo se concreta en el párrafo siguiente:

“De allí, que de ahora en adelante, se han de convocar a los accionistas de mane-
ra «concurrente» según lo establecido en los artículos 277 y 279 del Código de 
Comercio y lo establecido en los estatutos y documento constitutivo, salvo aque-
llas sociedades mercantiles que coticen en la bolsa o realicen en oferta pública o 
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tengan más de quince accionistas, siendo que a los últimas se podrá notificar por 
correo electrónico certificado, con firma electrónica certificada y a través de la 
página de internet de la sociedad mercantil”. (énfasis añadidos).

La decisión antes transcrita fue dictada con «carácter vinculante». Entre las con-
sideraciones de la sentencia, aquí analizada, resulta pertinente transcribir el párrafo 
siguiente:

“En tal sentido, se debe señalar que el mandato y entre ellos los poderes, de con-
formidad con el artículo 1.684 del Código Civil, son contratos por el cual una 
persona se obliga gratuitamente, o mediante salario, a ejecutar uno o más ne-
gocios por cuenta de otra, que la ha encargado de ello, siendo que cuando son 
mandatos generales no comprende más que los actos de administración (artículo 
1.688 eiusdem), debiendo siempre actuar como un buen padre de familia y dentro 
de los límites del mandato (artículos 1.692 y 1.698 ibidem) y que de lo contrario el 
mandatario incurre en una serie de responsabilidades de las cuales debe responder 
(artículo 1.693 eiusdem). Además el Código Civil establece los modos de extin-
ción de los mandatos, indicando la revocación, la renuncia del mandato, la muer-
te, la interdicción, la quiebra o cesión de bienes del mandante o del mandatario y 
la inhabilitación del mandante o mandatario (artículo 1.704 ibidem).
En el presente caso, uno de los solicitantes de la revisión, Sión Daniel Benhamú, 
reconoció haber otorgado un mandato, el cual no alega haber revocado nunca, a 
pesar de que lo podía hacer en cualquier momento o sustituirlo por otro; ni que 
haya existido renuncia de la mandataria (artículos 1.706 a 1.709 del Código Ci-
vil), siendo que los mandatos, salvo establecimiento expreso en el mismo, no tie-
nen un lapso de duración, con lo cual, el argumento esgrimido de que el mandato 
fue otorgado en 1982, como si con ello existiera una especie de prescripción o ca-
ducidad no es procedente para fundamentar la solicitud de revisión de la presente 
causa, razón por la cual se debe declarar no ha lugar. Así se decide”.

La decisión antes transcrita es valiosa, por cuanto en el ejercicio profesional 
abundan casos en los cuales notarios y registradores niegan a mandatarios la posibili-
dad de actuar en nombre de sus representados, cuando los mandatarios exhiben poderes 
otorgados con mucha antelación a la fecha a la cual éstos desean otorgar documentos 
en nombre de su mandante.

No obstante que el Thema decidendum de la sentencia cuya solicitud de revisión 
era la validez o no de la convocatoria de la asamblea publicada por MMBW, con firma 
tipo “A”, actuando en su propio nombre y en su carácter de apoderada de un adminis-
trador tipo “B”, mediante poder que fue declarado valido por la misma sentencia, la 
SC entra a decidir la forma en la cual debían ser interpretados los artículos 277 y 279 
del Código de Comercio, y dispone que su aplicación es concurrente; esto es, se debe 
publicar la convocatoria utilizando tanto los medios señalados tanto en el art. 277 como 
en el art. 279.
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Salvo mejor opinión, consideramos errada la interpretación de la SC en la sen-
tencia analizada por las razones siguientes: (i) El interés del legislador con respecto a la 
publicidad de las convocatorias para celebrar asambleas de accionistas, consiste en que 
tal publicidad sea realizada en una forma y medios que comuniquen a los accionistas 
interesados la próxima realización de la asamblea, el lugar, fecha y hora en la cual se 
llevará a cabo y los puntos sobre los cuales versará el debate y las decisiones a tomar. 
A tales fines el legislador dispuso en el Código de Comercio dos normas “separadas” 
con “supuestos diferentes”. En el art. 277 CCo., específica el medio que debe ser utili-
zado para divulgar la convocatoria: “por la prensa en periódicos de circulación”; ade-
más señala el órgano a quien compete convocar la asamblea: los administradores y el 
tiempo mínimo con el cual debe publicarse el aviso. Igualmente exige el señalamiento 
del objeto de la reunión. (ii) Por su parte, el art. 279 CCo., establece un derecho —en 
nuestro criterio optativo—, en cabeza del accionista: exigir ser convocado “a su costa 
por carta certificada, depositando en la caja social las acciones necesarias para tener 
voto en la asamblea; cantidad reducida a una acción por aplicación de la sentencia que 
con carácter vinculante, dictó la SC/TSJ Exp. N° 05-2397 del 20 de julio de 2006. A 
nuestro parecer, esta forma individualizada de ser convocado no es obligatoria salvo 
que el socio haya hecho uso del derecho que le reconoce el art. 279 CCo. y comunicado 
a los administradores de la sociedad el lugar al cual debe serle enviada la convocatoria. 
Los arts. 277 y 279 CCo. regulan dos asuntos diferentes.

2.3. SCC/TSJ Exp. 2016-000885 sentencia del 05 de abril del 2017

Resumen del caso: Un socio demandó la nulidad de lo que denominó asambleas 
“…supuestamente celebradas el 16/12/2014, 26/12/2014 y 08/01/2015…” A tal efecto 
argumentó que “sus versiones, manuscritas y fotocopias de sus originales (Libro de 
Asambleas de Accionistas), incorporadas al referido e identificado expediente mer-
cantil, no se encuentran firmadas por MARIO CASTILLO SERRANO, como tampo-
co por ANA CAPAFONS MIRANDA, careciendo las mismas (Actas o versiones) de 
autenticidad, carente de firmas, resultan inexistentes, y que, en armonía con la cadena 
de vicios e ilicitudes expuestas en el libelo, confirman y sustentan la acción de nulidad 
absoluta… A los fines de tratar de establecer la veracidad de lo alegado como funda-
mento de la acción deducida, el demandante promovió copias fotostáticas del Libro de 
Actas de Asambleas. Tanto el juez de primera instancia como el de segunda instancia 
declararon sin lugar la demanda.

De lo expuesto podemos deducir que el thema decidendum, consistió en deter-
minar si la falta de firmas en las actas transcritas en el Libro de Actas de Asambleas, es 
motivo suficiente para declarar la nulidad de las asambleas y de las decisiones adopta-
das en ellas. En este caso partimos del supuesto de que las actas inscritas en el Registro 
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Mercantil y agregadas al expediente de la sociedad que lleva dicho organismo, se en-
cuentran firmadas, ya que tal es el procedimiento utilizado por los Registros Mercanti-
les en casos similares. Con objeto del debate, la Sala expresó:

“Ahora bien, la Sala respecto a las formalidades que debe cumplir el acta que se 
levanta en las reuniones de asambleas ordinarias o extraordinarias, ha señalado 
que …Doctrinalmente la falta de acta o de firma de la misma no invalida la asam-
blea, ni hace ineficaz las decisiones adaptadas en la misma, ya que los requisitos 
formales sólo son necesarios para determinar la eficacia probatoria de la mis-
ma…” (vid. Sentencia N° 60 de fecha 6 de febrero de 2006, caso Miguel Ángel 
Capriles Cannizzaro contra El Mundo, C.A., expediente 04-082)…

Con relación al art. 283 CCo., la Sala expuso:

“Al respecto, nuestra doctrina “…admite que el acta solo tiene carácter de instru-
mento de prueba de las decisiones adaptadas por la asamblea y que esta prueba 
puede aportarse por medios distintos al acta misma (Núñez, Acedo Mendoza, 
Zerpa). En igual sentido se inclina nuestra jurisprudencia. La falta de acta o 
de firmas en ella no significa que la asamblea o sus decisiones carezcan de 
validez (Zerpa)…” (Alfredo Morles Hernández en su obra curso de Derecho 
Mercantil -Las sociedades Mercantiles- Caracas, 4ta. Edición, 1999, pág. 1213)”. 
(Destacados de la Sala).

Otro de los puntos interesantes del fallo comentado, consiste en el hecho de que 
establece, por vía jurisprudencial, los requisitos que deben constar en las convocatorias 
para la celebración de las asambleas de accionistas de las sociedades anónimas. Con 
respecto a este punto, el fallo cita su sentencia N° 681 de fecha 10 de agosto de 2007, 
caso Francisco Jiménez Ruiz contra Hispano Venezolana de Perforación, C.A., expe-
diente N° 06-001113, sostuvo:

2.4. SCC / TSJ Exp. AA-C-2018-000449 sentencia de fecha 16 de agosto 
de 2021

Resumen del caso: Un socio de una compañía anónima, demandó a la sociedad y 
solicitó la nulidad de la asamblea de accionistas celebrada el 24 de octubre de 2006. El 
juzgado de segunda instancia declaró sin lugar la apelación ejercida por la demandada 
contra la sentencia de primera instancia dictada el 30 de noviembre de 2011 y con lugar 
la demanda de nulidad de asamblea incoada por el socio demandante. La demandada 
anunció y formalizó recurso extraordinario de casación. La SCC declaró improcedente 
todos los fundamentos de la denuncia (“inmotivación”), (errónea interpretación del art. 
277 CCo.). y (falta de aplicación del art. 289 CCo.) y declaró sin lugar el recurso de 
casación.”
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Con relación al debate judicial y tomando en consideración que generalmente en 
sentencias similares a la aquí analizada se hacen innumerables transcripciones del ex-
pediente del caso y muchas veces es difícil deducir de dichas transcripciones el origen 
y contenido de las mismas, todo parece indicar que en la asamblea de accionistas cuya 
nulidad fue solicitada, se discutió sobre puntos que no fueron incluidos en la convo-
catoria; circunstancia ésta que al no ser convenida por el 100% del capital social de la 
compañía, resultaba violatoria de los requisitos exigidos por el art. 277 CCo. Por lo que 
entendemos, el tema discutido por las partes se centró en el hecho de que en la asam-
blea de accionistas celebrada el 24 de octubre de 2006, fueron discutidos y aprobados 
temas que «no constaban en la convocatoria» que fue publicada para realizar dicha 
asamblea. En efecto, de las transcripciones contenidas en la sentencia, se lee:

“…Debiendo este Tribunal dictar el fallo que resuelva el conflicto intersubjetivo 
material de intereses planteado en los autos, pasa a hacerlo previas las considera-
ciones que seguidamente se explanan: …(omissis)… Cumplida con la tarea va-
lorativa sobre las probanzas aportadas, ha quedado judicialmente establecido en 
este fallo que el demandante es accionista de la sociedad mercantil codemandada; 
que en fecha 7 de octubre de 2006, la sociedad mercantil demandada publicó en el 
Diario El Nacional, convocatoria general extraordinaria de accionistas a celebrar-
se el 24 de octubre de 2006, a las 9:00 am, como punto único a tratar “Considerar 
y resolver sobre el proyecto de fusión mediante la absorción por parte de la socie-
dad mercantil DIEBOLD OLTP SYSTEMS C.A. de la sociedad mercantil OLTP 
MONEYNET C.A.”, estableciendo como nota: “El material correspondiente al 
objeto que será considerado por la Asamblea, está a la disposición de los se-
ñores accionistas en la administración de la compañía, en la dirección arriba 
indicada,”; que en fecha 26 de octubre de 2006 fue celebrada Asamblea General 
Extraordinaria de Accionistas en la cual se aprobó: 1) La fusión por absorción por 
parte de Inversiones OLTP ATM Systems C.A. de OLTP Inversiones C.A., 2) El 
documento de fusión presentado a los accionistas por la junta directiva en el cual 
se propone la fusión por absorción por parte de Inversiones OLTP ATM Systems, 
C.A. de OLTP Inversiones C.A. y la fusión por absorción por parte de DIEBOLD 
OLTP Systems, C.A. de OLTP MONEYNET, C.A”.

En otras palabras, conforme se evidencia del párrafo transcrito, la convocatoria 
contenía un solo punto a tratar por la asamblea: «Considerar y resolver sobre el proyec-
to de fusión mediante la absorción por parte de la sociedad mercantil DIEBOLD OLTP 
SYSTEMS, C.A. de la sociedad mercantil OLTP MONEYNET, C.A.». No obstante, 
de la copia certificada del acta de la asamblea impugnada consta la exposición siguien-
te: “Dentro de esta implementación hemos previsto «que las sociedades mercantiles 
INVERSIONES OLTP ATM SYSTEMS, C.A y OLTP INVERSIONES, C.A. deben 
igualmente acordar su fusión mediante absorción de ésta última por parte de Inversio-
nes OLTP ATM SYSTEMS, C.A.»” (énfasis nuestros). Con relación a este punto la 
Sala expresó:
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“De lo expuesto se deduce claramente que la asamblea impugnada discutió y 
tomó decisiones acerca de puntos no contenidos en la convocatoria y que el de-
mandante, accionista propietario del 2% del capital social no manifestó su acuer-
do de que los puntos no contenidos en la convocatoria fuesen discutidos y de-
cididos; razón por la cual sobre dichos temas no puede afirmarse que existió un 
“asamblea universal”, la cual requiere la conformidad del 100% del capital social 
(exigencia exigida, además en forma expresa por el artículo décimo quinto de los 
estatutos sociales)”.

En nuestra opinión, la Sala actuó correctamente al anular la asamblea, ya que 
para la validez de la misma, todos los puntos discutidos y aprobados deben constar en 
la convocatoria; esto es, la fusión entre INVERSIONES OLTP ATM SYSTEMS, C.A., 
y OLP INVERSIONES, C.A., no fue mencionada en la convocatoria. La omisión del 
punto ha podido ser subsanado convirtiendo la asamblea (a los efectos del punto omiti-
do), en una asamblea universal; pero ello requería la conformidad del 100% del capital 
social, extremo éste que no ocurrió por cuanto el demandante no estuvo de acuerdo.

2.5. SCC/TSJ Exp. AA20-C-2018-000449 de 16 de agosto de 2021

Resumen del caso: Un accionista demandó a la sociedad de la cual es socio por 
nulidad de la asamblea de accionistas celebrada el 24 de octubre de 2016. Los tribuna-
les de primera y segunda instancia declararon la demanda con lugar y por ello anularon 
la asamblea. La demandada ejerció recurso extraordinario de casación. Los demandan-
tes alegaron, como fundamento de su acción, que en la asamblea se habían adoptado 
decisiones con el 98% del capital social y que «no había comparecido el 100% de dicho 
capital», “…ni «probase la accionada» que el actor hubiese recibido con antelación a 
la celebración de la asamblea de marras, el material que adujo haber distribuido a los 
accionistas…” En uno de sus alegatos (conforme transcripción de parte de la sentencia 
analizada), se expone lo siguiente: “… que en fecha 7 de octubre de 2006, la sociedad 
mercantil demandada publicó en el Diario El Nacional; convocatoria a una asamblea 
general extraordinaria de accionistas a celebrar el 24 de octubre de 2006 a las 9:00 am, 
como punto único a tratar “Considerar y resolver sobre el proyecto de fusión mediante 
la absorción por parte de la sociedad mercantil DIE BOLD OLTP SYSTEMS C.A. de 
la sociedad mercantil OLTP MONEYNET C.A.”, estableciendo como nota: “El mate-
rial correspondiente al objeto que será considerado por la Asamblea, está a la dispo-
sición de los señores accionistas en la administración de la compañía, en la dirección 
arriba indicada”. (todos los énfasis son nuestros).

En nuestra opinión, el argumento base de la acción de nulidad de la asamblea 
celebrada el 24 de octubre de 2006, consiste en que el demandante no recibió la do-
cumentación en la cual se explicaba el punto a decidir en dicho Orden del Día; esto 
es: la fusión de dos sociedades mercantiles. No obstante, consta de los autos que en la 
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convocatoria para la celebración de la asamblea, publicada en el diario “El Nacional” 
de fecha 7 de octubre de 2006, que en tal convocatoria existe una nota poniendo a la 
orden de los accionistas la documentación necesaria a los efectos de la fusión acerca 
de la cual se iba a discutir y decidir en la asamblea convocada. También consta de au-
tos que el 95% de los accionistas retiró dicha documentación y que el demandante se 
abstuvo de retirar o no retiró el material puesto a su disposición. En nuestra opinión, 
el thema decidendum (el cual no aparece considerado ni por los tribunales de instancia 
ni por la SCC), consiste en dos puntos; a saber: a) Si todos los puntos deliberados y 
decididos por la asamblea cuya nulidad fue demandada constaban en la convocatoria y, 
b) Si la sociedad estaba o no obligada a entregar en «manos de los socios» el material 
necesario para la consideración y decisión de la asamblea o si bastaba con «ponerlo a 
disposición de los socios mediante nota en la convocatoria y los socios tienen la carga 
de buscar el material». Este importantísimo punto no aparece mencionado en los fallos. 
En dicho sentido, salvo mejor opinión, consideramos que la sociedad, a través de los 
administradores, cumple el cometido «poniendo a disposición de los socios el material 
y los socios tienen la carga de buscarlos». Este procedimiento sería igual en el caso del 
balance general y el respectivo informe del comisario, señalados en el art. 284 CCo.

La SCC anuló la asamblea celebrada el 24 de octubre de 2006, bajo el argumento 
de que la designación de miembros de la junta directiva no constaba en la convocatoria 
y por tanto la asamblea deliberó y decidió sobre un punto no previsto en la convocato-
ria. A tal efecto expuso:

“Es por eso que en el presente caso, sí el accionista Joaquín Constantino Abello 
Sobrino, en su carácter de director de la compañía, además de modificar la forma 
de la administración, se repite, composición o número de directores y su período 
de duración, prevista en el artículo noveno del documento estatutario, a su vez 
quería nombrar o designar una nueva junta directiva, debió manifestarlo en esa 
convocatoria de manera expresa y categórica, lo cual no fue el caso.
En consecuencia, lo que se encuentra viciado de nulidad son las asambleas 
extraordinarias celebradas en las fechas 20 de noviembre de 2013 y 2 de di-
ciembre de 2013, en virtud que en esta última se deliberó sobre un punto u 
objeto distinto al que se indicó en las convocatorias”. (destacado de la Sala).

El argumento de no haber sido celebrada la asamblea en el domicilio fiscal y 
principal de la sociedad fue implícitamente desechado al citar los artículos 12 y 13 
de los estatutos sociales de la compañía, en los cuales se menciona que las asambleas 
ordinarias y extraordinarias de la sociedad se señalará en la convocatoria «donde se fije 
el lugar», fecha y hora para su celebración (énfasis añadidos). De la sentencia analizada 
podemos destacar lo siguiente: (i) No importa el lugar para el cual, sean convocadas 
las asambleas siempre y cuando los estatutos señalen que estos se reunirán en el lugar 
que sean señalado en la convocatoria. En otras palabras, salvo disposición expresa, las 
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asambleas pueden celebrarse en el lugar en el cual permitan los estatutos, y en la actua-
lidad se admiten asambleas y reuniones de la junta directiva no presenciales; esto es, 
por medios electrónicos tales como zoom, teleconferencias, teams y Google meet; (ii) 
El segundo punto que llama la atención en relación al fallo analizado, consiste en que 
no obstante la vigencia e interpretación de la LMDFE, el fallo anuló la asamblea sin 
tomar en cuenta que si bien en la convocatoria publicada en la prensa no estaba al punto 
de nombramiento de la nueva junta directiva, ese punto si estaba incluido en el correo 
electrónico enviado al accionista demandante y actualmente es mucho más probable y 
seguro que una convocatoria sea recibida y vista si es enviada por correo electrónico 
que si aparece en una prensa que prácticamente muy pocas personas revisan.

2.6. SCC/TSJ Exp. AA20-C-2018-000391 del 28 de octubre de 2021

Resumen del caso. Un socio de una sociedad anónima demandó a la sociedad y a 
su otro socio para que fuese declarada la nulidad de una asamblea de accionistas convo-
cada por la prensa el 12 de noviembre de 2013 y celebrada el 20 de noviembre de 2013 
y el 2 de diciembre de 2013. Es de señalar que a la reunión del 20 de noviembre de 2013 
compareció un socio propietario del 60% del capital social (quórum suficiente para ce-
lebrar válidamente la asamblea) y que dicho socio acordó (debido a la no presencia del 
demandante que poseía el 40% del capital social), hacer una segunda convocatoria para 
el 2 de diciembre de 2013, en la cual se modificó el artículo noveno de los estatutos 
sociales y fue nombrada la nueva junta directiva, la cual quedó integrada por Joaquín 
Constantino Abello Sobrino y Casandra Abello Menéndez. La segunda convocatoria 
fue publicada en el diario “El Universal” el 23 de noviembre de 2013. En sus denuncias 
ante Casación, la parte recurrente alegó recurso por defecto de actividad y por cuanto 
fue suprimida la figura del reenvío, la Sala pasó a dictar sentencia de fondo.

La Sala transcribió la primera convocatoria en la forma siguiente:

​“…Se convoca a los accionistas de la sociedad mercantil NENIS MODAS, C.A., 
RIF J-00095324-4, a la Asamblea Extraordinaria de Accionistas que tendrá lugar 
el día miércoles 20 de noviembre de 2013, a las 11:00 am, en la Av. Libertador con 
Av. Ávila, Torre Xerox, Piso 1, Oficina 1-B, Bello Campo, Municipio Chacao, 
Caracas Venezuela con el objeto de considerar y resolver acerca de los puntos si-
guientes: PRIMERO: Reforma del artículo noveno de los Estatutos (sic) Sociales 
(sic), a fin de modificar la Junta (sic) Directiva (sic)…”

​Con respecto a la segunda convocatoria, señalo el texto siguiente:

​“…Por medio de la presente se realiza la segunda convocatoria a los accionistas 
de la sociedad mercantil NENIS MODAS, C.A., RIF J-00095324-4, a la Asam-
blea Extraordinaria de Accionistas que tendrá lugar el día lunes 02 de diciembre 
de 2013, a las 11:00 am, en la Av. Libertador con Av. Ávila, Torre Xerox, Piso 1, 
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Oficina 1-B, Bello Campo, Municipio Chacao, Caracas Venezuela con el objeto 
de considerar y resolver acerca de los puntos siguientes: PRIMERO: Reforma del 
artículo noveno de los Estatutos (sic) Sociales (sic), a fin de modificar la Junta 
(sic) Directiva (sic). Esta Asamblea (sic) quedará constituida sea cual fuere el 
número y representación de los socios que asistan…”

Los principales alegatos del demandante consisten en: (i) Nulidad de las asam-
bleas por cuanto lo acordado en ellas no se corresponde con los puntos señalados en 
las convocatorias. Es necesario recordar que la convocatoria en el punto primero del 
Orden del día expresa: “Reforma del artículo noveno de los estatutos sociales a fin de 
«modificar» la Junta Directiva...” y en la asamblea reunida en la segunda convocatoria, 
además de modificar el artículo de los estatutos antes mencionado, se procedió a desig-
nar a los integrantes de la junta directiva y (ii) Las reuniones de las juntas directivas no 
fueron convocadas para celebrarse en la sede social. El tribunal de primera instancia 
declaró con lugar la demanda; los demandados apelaron dicha decisión y el tribunal de 
segunda instancia declaró sin lugar la apelación confirmando al fallo recurrido. Los de-
mandados anunciaron y formalizaron recurso de casación. La Sala pasó a decidir sobre 
el mérito de la demanda y señalo el thema decidendum en la forma siguiente:

“DEL THEMA DECIDENDUM”
​“Ahora bien, considerando la exposición fáctica esgrimida en la oportunidad de 
ley por las partes que integran la “litis”, esta Máxima Jurisdicente Civil establece 
que el “quid” del asunto se circunscribe en resolver si las asambleas extraor-
dinarias de accionistas celebradas en fechas 20 de noviembre de 2013 y 2 de 
diciembre de 2013, inscritas en el Registro Mercantil Segundo del Distrito Capi-
tal, en fecha 7 de enero de 2014, bajo los números 108 y 103, tomo 1-A-Sgdo., 
respectivamente; adolecen de nulidad absoluta por haberse deliberado y decidido 
sobre un objeto distinto al establecido en las convocatorias. De tal manera que, 
de resultar procedente la nulidad, se declare sin efecto los actos ejecutados por la 
junta directiva nombrada y se le restituya al demandante en el cargo de director 
de la empresa”.

En la asamblea cuya nulidad fue objeto del juicio, fue nombrada una nueva junta 
directiva; punto éste que no estaba específicamente mencionado en la convocatoria. ​
Vale la pena destacar que los estatutos de la sociedad que convocó y celebró las asam-
bleas mencionadas, contienen una disposición en la cual se expresa que: “...los accio-
nistas se reunirán en asamblea general extraordinaria cada vez que lo requiera el interés 
de la compañía, mediante una convocatoria «en el lugar», fecha y hora previamente 
señalado en la misma, la cual podrá hacerse mediante aviso «por la prensa o comunica-
ción escrita dirigida a los accionistas»”. (énfasis nuestro).

En su motivación, la SCC expresó:
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“De acuerdo a la comentada previsión legal, se entiende que la agenda u orden 
del día expresado en una convocatoria de asamblea de accionistas debe ser clara, 
precisa, concreta y completa, debiendo en todo momento evitar la ambigüedad, 
oscuridad, ser genérica o con tendencia a confusión, es decir, el señalamiento de 
los puntos a tratar debe ser en tal modo particularizados, individualizados, que 
no quede espacio a dudas en cuanto a su contenido, todo lo cual le proporciona 
certeza a los socios al conocer sobre cual o cuales puntos se va a tratar”.

La sentencia analizada anuló la asamblea objeto de la acción de nulidad por ha-
ber debatido y decidido sobre punto no contenido en la convocatoria (nombramiento de 
la nueva junta directiva). En relación con la reunión fuera del domicilio fiscal y sede de 
la sociedad, la SCC citó el contenido de los artículos 12 y 13 de los estatutos sociales 
de la compañía y de ellos dedujo que permitían convocar las asambleas de accionistas 
para el lugar que se expresara en la convocatoria.

2.7. SCC / TSJ Exp. 2023-000528 de fecha 23 de febrero de 2024

Resumen del caso: Una socia de una sociedad anónima, demandó a la sociedad 
y a cuatro de sus consocios, solicitando la nulidad de la asamblea de accionistas cele-
brada el 12 de febrero de 2016. El tribunal de primera instancia declaró con lugar la 
demanda. La accionante apeló el fallo y el juzgado de segunda instancia declaró con 
lugar el recurso de apelación y revocó el fallo apelado. Los demandados anunciaron y 
formalizaron recurso de casación. El juez de la recurrida transcribió en su fallo el artí-
culo Décimo Primero de los estatutos sociales, el cual es del tenor siguiente:

“Décimo Primero: Las Asambleas Extraordinarias de accionistas deberán ser con-
vocadas por El Presidente de la compañía, mediante carta o telegrama que exprese 
el objeto y el lugar donde se efectuará la Asamblea. Dicha convocatoria deberá 
ser recibida por los accionistas con al menos cinco (05) días de anticipación a la 
fecha de su celebración. No obstante, lo determinado en el artículo 277 del Códi-
go de Comercio, las Asambleas Extraordinarias de Accionistas podrán celebrarse 
en cualquier momento, siempre que se encuentre presente y/o representado el 
noventa por ciento (90%) del capital social de la firma. Las decisiones se tomarán 
con el voto favorable de los accionistas que represente más de la mitad del capital 
presente en la Asamblea”.

El argumento utilizado por la demandante consistió en sostener que el artículo 
antes transcrito exigía, para la validez de la asamblea, que los convocados debían «re-
cibir» la convocatoria; entendiendo por ello que los receptores expidieren “acuse de 
recibo” de la misma. La recurrida acogió el argumento en los términos siguientes:

​“Del artículo estatutario transcrito, se constata que para la celebración de las 
asambleas extraordinarias de accionista de la sociedad mercantil ACTIMARKET 
SOCIEDAD DE CORRETAJE DE VALORES, C.A., su presidente debe convocar 
a los accionistas mediante carta telegrama que debe ser recibido por éstos con, 
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al menos, cinco (5) días de anticipación a su celebración, indicando el objeto de 
la asamblea, lugar y hora de su celebración. Por tanto que, para la validez de la 
convocatoria, se requiere la recepción de la convocatoria por parte del accio-
nista, sin lugar a equívoco ni ambigüedades de ningún tipo; por lo que, para 
su validez, debe existir una constancia real, cierta y efectiva de haber sido reci-
bida por estos. Por tanto, aun cuando pudiese considerarse viable su envío vía 
electrónica, para su validez es necesaria la existencia de una respuesta (acuse 
de recibo) por igual medio, es determinante su recepción…” (Énfasis del fallo).

Entre sus motivaciones para decidir la SCC expuso:

“Por su parte, la representación judicial de la parte demandada, al dar contestación 
a la demanda, alegó que dicha convocatoria fue efectuada por correo electrónico 
enviado a la parte actora a su dirección electrónica empresarial macosta@acti-
market.com, en fecha 29 de enero de 2016, y para demostrar tal hecho promovió 
prueba de experticia, la cual fue admitida por el a quo por auto de fecha 6 de mar-
zo de 2020 y evacuada mediante informe pericial presentado el 10 de diciembre 
de 2021 por los expertos Raymond Jesús Orta Martínez, César Ibrahim Barrios 
Santamaría y Julio César Urbina Cobis, quienes dejaron constancia que en fecha 
29 de enero de 2016, fue recibida la referida convocatoria; de igual forma, en 
sus conclusiones determinaron la existencia de la cuenta de correo electrónico 
receptora del mensaje de datos objeto de la experticia, habiendo tenido acceso a 
macosta@actimarket.com; así como la existencia, integridad del mensaje de da-
tos recibido, siendo éste: “…un mensaje original enviado desde y hacia las direc-
ciones de correo identificadas en el mensaje de datos objeto de la promoción, el 
cual presentó consistencia y coherencia técnica, por lo que no presentaba signos 
de forjamiento, alteración o falsificación electrónica…”; y además que: “…el 
mensaje de datos identificado como 4.1 en el dictamen presentaba las caracterís-
ticas típicas y esenciales de los mensajes de datos enviados y recibidos a través de 
internet, tales como dirección de correo electrónico del emisor, receptor, identi-
ficaciones individualizantes de datos, fechas y horas de recepción…” siendo “…
encontrado en su repositorio digital…”, es decir, en la bandeja de entrada.
…(omissis)… los expertos dejaron constancia que la persona que les dio acceso 
a la cuenta de correo electrónico macosta@actimarket.com, se identificó como 
la ciudadana Jackela Carolina Hernández Castillo, quien suministró y colocó di-
rectamente la clave o password de la cuenta de correo, quien se encontraba en el 
lugar donde los expertos realizaron sus actuaciones periciales. (Folios 227 al 236 
de la cuarta pieza del expediente).
Asimismo, mediante ampliación y aclaratoria de dicho informe pericial realiza-
da previa solicitud de la parte actora, los expertos dejaron constancia que “…la 
clave de acceso para el momento de la práctica de la experticia se encontraba 
en manos de una persona distinta a la demandante…”, por lo tanto, los expertos 
determinaron que “…al tener por lo menos una persona distinta a la demandante 
acceso a la cuenta, no puede aseverarse que el correo remitido en fecha 29 de 
enero de 2016 fue abierto y/o recibido específicamente por la demandante (…), 
toda vez que una persona distinta a ella (Jackela Carolina Hernández Castillo 
(…) dio acceso a dicha cuenta para el momento de la práctica de la experticia…”
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En el fallo aquí analizado la SCC expuso:

“En ese sentido, esta Sala pasa a «verificar si en efecto dicha convocatoria fue 
recibida por la actora a los fines de verificar si el vicio detectado es determinante 
en el dispositivo del fallo».
Así las cosas, del precitado artículo décimo primero de los Estatutos Sociales de 
la empresa demandada se desprende –tal como fue indicado ut supra- que para 
la celebración de las asambleas extraordinarias su presidente debe convocar a 
los accionistas mediante carta o telegrama que debe ser recibido por éstos con al 
menos, cinco (5) días de anticipación a su celebración, indicando el objeto de la 
asamblea, lugar y hora de su celebración.
Ello así, la demandada manifestó que la convocatoria fue efectuada por correo 
electrónico, enviado a la parte actora a su dirección electrónica empresarial ma-
costa@actimar ket.com, en fecha 29 de enero de 2016”.

Además, la SCC transcribió el texto del art. 4 de la Ley sobre Mensajes de Datos 
y Firmas electrónicas (LMDFE) y citó su sentencia Nro. 105, de fecha 7 de marzo de 
2018, caso: Alirio Jesús Navarrete Calles contra Carol de los Ángeles Parra Gutiérrez 
y los fallos de la SC Nº 523, de fecha 9 de abril de 2001, caso: Oswaldo Álvarez y 27 
de febrero de 2019, caso: Escotel Software INC y la sentencia Nro. 1066, de fecha 9 de 
diciembre de 2016, caso Yasmin Benhamu Chocron y Sión Daniel Benhamu Chocron 
(dictada con efectos vinculantes), y mencionó que, además del correo electrónico, la 
sociedad convocó la asamblea por aviso publicado en el diario “Últimas Noticias”, en 
fecha 29 de enero de 2016.

Por otra parte, en su motivación la SCC expuso:

“Asimismo, se constata que la sociedad mercantil demandada igualmente convo-
có a la actora mediante publicación en prensa, de conformidad con lo previsto en 
el artículo 277 del Código de Comercio” …(omissis)... En efecto, se evidencia al 
folio 585 de la segunda pieza del expediente, la aludida convocatoria publicada 
en el diario “Últimas Noticias”, en fecha 29 de enero de 2016, donde se indicó el 
objeto de la asamblea, lugar y hora de su celebración.
Por otra parte, cabe destacar, respecto a lo indicado por el ad quem respecto que 
no se demostró que la convocatoria fue “…real y efectivamente recibida…” por la 
actora, en virtud que de las resultas de la referida prueba de experticia los expertos 
designados señalaron que no podían dar certeza que dicho mensaje de datos fue 
recibido por la demandante, dado que la clave de acceso de la aludida dirección 
de correo electrónica empresarial les fue facilitado por una persona distinta a la 
actora, es preciso observar que la legislación venezolana en la materia se basa en 
el principio de recepción, de conformidad con lo previsto en los artículos 11 de 
la Ley sobre Mensajes de Datos y Firmas Electrónicas, en concordancia con el 
artículo 1.137 del Código Civil, dada la presunción de conocimiento de la infor-
mación que fue enviada a la parte que recibe, o la publicidad que se haga a las 
partes interesada mediante edicto o cartel en prensa.
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Aunado al hecho que la aludida prueba de experticia no es el medio idóneo para 
demostrar si quien recibió el mensaje de datos tuvo conocimiento efectivo del 
contenido del mismo, pues el fin de la misma es verificar la existencia y el carácter 
fidedigno del mismo. En todo caso, si queda demostrado que el mensaje de datos 
ingresó al sistema de información (correo electrónico), quien alega que no pudo 
tener conocimiento efectivo de su contenido, debe desvirtuar la presunción legal, 
de acuerdo a lo previsto en el artículo 1.137 del Código Civil, según el cual “…
la oferta, la aceptación o la revocación por cualquiera de las partes, se presumen 
conocidas desde el instante en que ellas llegan a la dirección del destinatario, 
a menos que éste pruebe haberse hallado, sin su culpa en la imposibilidad de 
conocerla…”.
Ello así, mal podría considerar esta Sala que la actora no fue debidamente convo-
cada a la aludida asamblea extraordinaria de accionistas, pues la misma fue con-
vocada por correo electrónico empresarial, e igualmente mediante publicación en 
prensa, ambas en fecha 29 de enero de 2016, es decir, con al menos cinco (5) días 
de anticipación al fijado para su reunión, indicando el objeto de la asamblea, lugar 
y hora de su celebración, tal como establecen, tanto el artículo décimo primero 
de los estatutos sociales de la prenombrada empresa, y el artículo 277 del Código 
de Comercio”.

La SCC declaró con lugar el recurso de casación, casó en forma total y sin reen-
vío el fallo recurrido, y declaró sin lugar la demanda de nulidad de la asamblea.

Por nuestra parte, dejamos constancia de mantener el criterio expresado en este 
mismo trabajo de que los requisitos contenidos en los artículos 277 y 279 CCo. no 
son de cumplimiento concurrente, salvo que una disposición contenida en los estatu-
tos sociales requiera tal concurrencia para la validez de la convocatoria. Igualmente, 
destacamos la importancia del fallo en lo que se refiere a la interpretación de normas 
citadas de LMDFE.

Como puntos importantes del fallo analizado, podemos destacar los siguientes: 
1- Conforme ha sostenido, en forma generalizada nuestra doctrina mercantil, los me-
dios electrónicos equivalen, en materia de publicidad de la convocatoria, a las cartas 
certificadas, telegramas y telex y 2- La prueba de que al correo electrónico administrado 
por el accionista, llegó a la bandeja de entrada del mismo, equivale al recibo de la con-
vocatoria: esto es, no se requiere que el receptor explícitamente “acuse recibo” de ella.

2.8. SCC / TSJ Exp: AA20-C-2025-000135 del 13 de junio de 2025

Resumen del caso: Un socio demandó a la sociedad solicitando la nulidad de las 
convocatorias de las asambleas de accionistas del 21 de junio de 2022 y 28 de julio de 
2022, así como la nulidad de las asambleas de accionistas celebradas el 29 de junio de 
2022, y 4 de agosto de 2022 y la convocatoria del 28 de julio de 2022 para la asam-
blea celebrada el 23 de agosto de 2022, de la cual también se demandó la nulidad. En 
primera instancia la acción fue declarada con lugar. La parte actora apeló y la segunda 
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instancia declaró sin lugar la apelación y confirmó la decisión de primera instancia. La 
parte demandante anunció y formalizó recurso de casación.

La accionante fundamentó la acción de nulidad en el supuesto incumplimiento, 
por parte de la demandada convocante, de la interpretación dada a los artículos: 277 y 
279 del Código de Comercio por la sentencia —dictada con carácter vinculante— por 
la SC/TSJ en fecha 9 de diciembre de 2016; alegó además una supuesta inexistencia de 
quorum y una supuesta carencia de la mayoría requerida por los estatutos sociales de 
la compañía.

La parte demandada alegó en su defensa: a) que la asamblea del 29 de junio fue 
convocada por correo electrónico institucional, incluyendo al demandante; b) todos los 
accionistas dieron acuse de recibo; c) que la asamblea del 23 de agosto de 2022 fue 
convocada mediante publicación en el Diario Primicia y correo electrónico enviado a 
los accionistas.

En la motivación de su fallo, la SCC citó su sentencia Nº 565 de fecha 22 de 
octubre de 2009, caso: Inversiones Arme Arm 007, C.A. Vs. 6025 Hotels Corporation, 
C.A., concluyendo: “Del criterio antes transcrito, se observa que los accionistas de 
común acuerdo pueden establecer en los estatutos de su sociedad mercantil que la con-
vocatoria pueda realizarse por un mecanismo distinto a la establecida en el Código de 
Comercio, pues esta atribución no se encuentra prohibida o limitada en dicho cuerpo 
normativo. La Sala mencionó la ratificación del criterio antes expresado en su sentencia 
Nº 158 de fecha 5 de abril de 2017, caso: Alberto Armas Vs Construcciones Habitacio-
nales de Oriente Construhabita, C.A.”

Igualmente, la Sala expresó: “De allí que la Sala reitera, que debe tenerse presen-
te que el régimen de mayorías necesarias para que la asamblea pueda adoptar acuerdos 
válidos, es el que establezca el documento constitutivo o estatutos de la sociedad, por 
lo que, en principio, las normas previstas al efecto en el Código de Comercio tienen 
carácter supletorio.”

Acto seguido, la Sala procedió a transcribir el artículo 12 de los estatutos sociales 
de la sociedad, y expuso: “De la lectura del artículo incluido en los estatutos sociales 
de la sociedad, la Sala expresó que se evidencia claramente que los socios impusieron 
la publicidad de la convocatoria «por dos medios concurrentes»: 1) Carta o medios 
electrónicos y 2) aviso en un diario de amplia circulación nacional.

Desde otro punto de vista, consideramos de interés el párrafo del fallo que trans-
cribimos a continuación: “La comunidad jurídica debe tener presente dicho fenómeno, 
y admitir que el concepto de prensa actualmente incluye los medios digitales. No que-
dan dudas de que una convocatoria que sea publicada en un medio digital con todos los 
requisitos para su validez), tendrá los mismos efectos prácticos «como si hubiese sido 
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publicada en un periódico impreso»” (énfasis añadidos). Igualmente, es de destacar que 
el fallo aquí analizado incluye una transcripción del texto del art. 4 LSMDFE y expone: 
“La norma antes transcrita contempla la eficacia probatoria de los mensajes de datos, 
los cuales según el precepto legal tendrán la misma eficacia probatoria de los docu-
mentos escritos, su promoción, evacuación y control será conforme a lo establecido en 
las pruebas libres señalado en el Código de Procedimiento Civil, y aquellos mensajes 
de datos que se promuevan en formato impreso, tendrán la misma eficacia probatoria 
atribuida a las copias o reproducciones fotostáticas”.

2.9. SCC/TSJ Exp. Nº 2024-000648 del 2 de julio de 2025

Resumen del caso: Seis accionistas demandaron a la compañía de la cual eran 
socios y a la representante de la compañía, por nulidad de la asamblea de accionistas 
celebrada en fecha 22 de mayo de 2019, alegando supuestos vicios de la convocatoria. 
La acción de nulidad fue declarada con lugar en de primera instancia. Las demandadas 
apelaron y el tribunal de segunda instancia declaró con lugar la apelación. La parte 
demandante anunció y formalizó recurso de casación. Los formalizantes alegaron que 
en el caso de las asambleas de accionistas los casos de «nulidad absoluta» no se rigen 
por el plazo establecido en la Ley de Registro Público y Notariado (LRPN), sino por 
el lapso de prescripción previsto en el artículo 1.346 del CC. e igualmente, que el juez 
recurrido solo conoció de la «caducidad de la acción», la cual declaró «de oficio» sin 
entrar a conocer los vicios de la convocatoria (prescindencia total de convocatoria) por 
ellos alegado. La parte demandada alegó que en la asamblea de accionistas impugnada 
estuvo presente el 100% del capital social y fueron acordados por unanimidad los pun-
tos a discutir y decidir. El thema decidendum de la acción de nulidad era los supuestos 
defectos en la convocatoria, y el juez de la recurrida lo convirtió en la determinación de 
si en el caso en análisis, hubo o no caducidad de la acción ejercida; en otras palabras, 
si a la acción deducida había de serle aplicado el lapso de caducidad previsto en el art. 
56 LRPN o el art. 1346 CC.

​La decisión de la SCC en los párrafos arriba transcritos, aun cuando no lo esta-
blece clara y expresamente, declara sin lugar la demanda aceptando que existió una 
asamblea universal, la cual no requiere la publicación de convocatoria.

​Salvo mejor opinión, nuestro parecer consiste en sostener que en las acciones de 
nulidad de asambleas de accionistas debe aplicarse el término de caducidad previsto 
en el art. 56 LRPN, el cual —a nuestro modo de ver—, constituye norma especial por 
sobre el art. 1346 CC el cual está concebido en términos generales: «nulidad de una 
convención» y que, por otra parte deja a salvo «disposición especial de la ley» y preci-
samente el art. 56 LRPN debe ser considerado como una disposición especial de la ley.4

4	 En el mismo sentido: Morles Hernández, Alfredo: Ob. cit. p. 388.
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2.10. SCC/TSJ. Exp. AA20-C-2024-000610 de fecha 30 de septiembre 
de 2025

Resumen del caso: Un socio de una sociedad anónima mercantil demandó la 
sociedad por nulidad de la asamblea de accionistas celebrada el 30 de marzo de 2021, 
cuya convocatoria fue cursada por medios digitales. La parte demandante alegó que la 
«convocatoria digital» no está prevista en el art. 277 CCo, ni tampoco en los estatutos 
de la compañía y señaló que “…la convocatoria debió ser publicada en un diario de 
circulación nacional y no en un diario digital”. El tribunal de primera instancia decla-
ró sin lugar la demanda y el actor apeló. En segunda instancia se declaró sin lugar la 
apelación. El demandante anunció y formalizó recurso de casación. El demandante, en 
apoyo a su argumento citó el fallo de la SCC. Sentencia 000280 del 15 de julio de 2019. 
Exp. 17555 y el criterio vinculante de la SC en su fallo N° 1066 del 9 de diciembre de 
2016, Exp. 16-0826.

En el fallo analizado, la SCC insistió en el carácter «concurrente» de aplicación 
de los arts. 277 y 279 CCo., En consecuencia, entendemos que no da por válidamente 
convocada la asamblea de accionistas debido a que la convocatoria fue publicada en 
«formato electrónico del diario El Universal». Además señaló: “…por no informar so-
bre el lugar en que la misma sería celebrada y por no aclarar la hora de su celebración, 
lo que acarreó la falta de aplicación de la norma 279 del Código de Comercio…” En 
resumen, a nuestro entender, la SCC no considera válidas las convocatorias publicadas 
en diarios digitales. La Sala parece entender que publicar “por la prensa” significa 
únicamente «prensa impresa en tinta sobre papel». El art. 277 CCo. habla de convocar 
«por la prensa» y en la actualidad el término prensa no debe entenderse referido úni-
camente al papel impreso. Hoy día se habla de libros y se entiende tanto los impresos 
en la forma tradicional como los digitales, el Kindle o lector de «libros electrónicos».

3. Consideraciones finales

Hemos estimado conveniente hacer un resumen final a fin de enfatizar ciertos 
puntos resaltantes de los fallos analizados, y hacer una especie de recordatorio práctico 
para aquellos que comúnmente se dedican al manejo de puntos que caen dentro del 
tema general del Derecho de sociedades.

Aun cuando no fue objeto de análisis por no constituir el tema central del trabajo, 
queremos hacer una mención especial a la sentencia N° 1420 del 20 de julio de 2006 de 
la SC dictada con «carácter vinculante». Este fallo tiene un excelente voto salvado de 
quien para esa fecha era magistrado de la Sala, Dr. Pedro Rafael Rondón Haaz.
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1.	 La sentencia N° 1420 del 20 de julio de 2006 “reinterpretó” los artículos 261, 
284, 287, 290, 291, 305, 306, 310 y 311 del Código de Comercio, básicamente 
eliminando la exigencia de que grupos de accionistas representaren ciertas por-
ciones del capital social para poder ejercer determinados derechos con relación 
a la sociedad o ciertos funcionarios de ella. Del fallo resulta que en la actualidad 
basta tener la propiedad de una acción –por mínima que sea la porción del capital 
que represente– para: a) Denunciar ante el juez de comercio graves sospechas de 
irregularidades por parte de los administradores y falta de vigilancia de los comi-
sarios (art. 291) y b) Hacer valer el derecho de que los comisarios deban informar 
sobre los hechos denunciados a ellos contra los administradores por los socios 
cuando éstos consideren tales hechos censurables (art. 310). Los arts. 261, 284, 
287, 290, 305, 306 y 311 CCo. otorgaban a «cualquier accionista», sin exigir 
determinadas porciones del capital social, la posibilidad de ejercer los derechos 
previstos en dichas normas.

2.	 por cuanto en la actualidad continua vigente la obligación de publicar la con-
vocatoria en la prensa escrita (SC Exp. N° 16-0826 de fecha 9 de diciembre de 
2016), dictada con «carácter vinculante» y en la cual se afirma que «la publica-
ción en la prensa es de inexcusable cumplimiento, citando en apoyo el fallo de la 
SCC N° 42 del 9 de marzo de 2010 y el de la misma Sala. Exp. N° 2008-000675. 
Con relación a la necesidad de “publicación en la prensa”, es de hacer notar que 
dicho pronunciamiento se hace dieciséis años después de la vigencia de la LMD-
FE.5 Este fallo fue ratificado por la SCC Exp. Nro. AA2024-C-2024-000610 de 
fecha 30 de septiembre de 2025, y se insiste en la aplicación «concurrente» de 
los medios de publicación de la convocatoria mencionados en los arts. 277 y 279 
CCo. Además, insiste en que las convocatorias publicadas en diarios digitales no 
tienen valor como tales. Mientras llegue un Magistrado con suficiente conoci-
miento del derecho y con la voluntad de aplicarlo correctamente, las sociedades 
mercantiles se verán en la alternativa de cumplir con el antes mencionado fallo o 
exponerse a ser sujetos de una acción de nulidad de la asamblea para cuya convo-
catoria no se hayan cumplido los requisitos exigidos por la sentencia N° 16-0826 
de fecha 9 de diciembre de 2016.

3.	 La sentencia SCC Exp. Nro. 2016-000885 del 5 de abril de 2017, señala los 
datos que debe contener la convocatoria para celebrar asambleas de accionis-
tas a los efectos de su validez. Además, afirma que carece de importancia que 
las actas de dichas asambleas carezcan de firmas. La sentencia SCC Exp. Nro. 

5	 G.O. N° 37.076 del 13 de diciembre de 2000, la cual entró en vigencia en la fecha de su publicación en la G.O.
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AA20-C-2018-000449 del 16 de agosto de 2021. Insisten que la convocatoria 
para la celebración de las asambleas de accionistas debe contener en forma clara 
la descripción de todos los puntos a ser discutidos y decididos y que a falta de 
ello, la convocatoria está viciada de nulidad. En otras palabras, hay que estar 
atento al lenguaje utilizado en la convocatoria.

4.	 SCC Exp. Nro. 2023-000528 de fecha 23 de febrero de 2024. La importancia de 
este fallo es el explícito reconocimiento de la validez de los medios electrónicos 
para cumplir con las exigencias del artículo 277 del Código de Comercio. A 
nuestro parecer este fallo subsana el error de la SC Exp. Nro. 16-0826 del 9 de di-
ciembre de 2016, la cual para la época de su emisión, transmite la percepción de 
que la SC desconocía la existencia de la LMDFE, en vigencia desde veinticuatro 
años antes. La sentencia de la SCC de fecha 23 de febrero de 2024, al reconocer 
expresamente la validez de las convocatorias de asambleas por vía electrónica, 
permite a las sociedades al menos una vía para solucionar el problema originado 
por la sentencia de la SC N° 16-0826 del 9 de diciembre de 2016. En efecto, para 
aquellas sociedades medianas que desconocen lugar en el cual ubicar a algunos 
socios, desconocen si tienen o no correo electrónico, parece conveniente pre-
constituir pruebas en el sentido de que la compañía trató de obtener direcciones 
para cumplir con el art. 279 y publicar en prensa, tanto nacional, como de la 
sede de la sociedad, avisos dirigidos a los accionistas en el sentido de otorgarles 
un período de tiempo razonable a fin de que comuniquen por escrito o al correo 
electrónico de la sociedad, la dirección a la cual deben serle enviadas las convo-
catorias de la asamblea; ello para minimizar la posibilidad de juicios de nulidad 
de asambleas. Otra posible solución es abrir una página web de la sociedad y 
anunciar mediante la prensa que en dicha página serán publicadas las convocato-
rias de las asambleas de la sociedad.

La decisión de la SCC, N° 2023-000528 del 23 de febrero de 2024 tiene la par-
ticularidad de que fija posición ante un hecho controvertido y resuelto por la 
SC6 con «carácter vinculante» (medios en los cuales deben ser publicadas las 
convocatorias de las asambleas de accionistas) e ignora totalmente el fallo de la 
SC. En nuestra opinión –aun cuando el fallo de la SC no lo expresa claramente–, 
intenta proteger el derecho constitucional a la información sobre la sociedad que 
tiene todo accionista. No obstante que para 2016 se tenía amplio conocimiento 
acerca de los medios digitales y su eficacia en la comunicación. La posición de la 
SCC en su sentencia del 23 de febrero de 2024, tiene la virtud de interpretar una 
norma legal incluida en nuestro sistema jurídico en 1904, a la luz del siglo XXI.

6	 Exp. N° 16-0826, sentencia de fecha 9 de diciembre de 2016.
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5.	 SCC Exp. Nro. 2024-000648 de fecha 2 de julio de 2025. En el caso de fondo li-
tigado en el juicio se discutió un punto muy interesante relacionado con la acción 
de nulidad de las asambleas de accionistas. El tema concreto fue fijado en torno 
al tema de si a dicha acción se le debía aplicar el lapso de «prescripción» de la 
acción previsto en el art. 1346 CC o el lapso de «caducidad» previsto en el art. 
56 de la Ley de Registro Público y del Notariado (LRPN); decantándose el fallo 
por el art. 1346 CC. Ya hemos mencionado supra nuestra opinión al respecto: el 
lapso debe ser de caducidad y el previsto en el art. 56 LRPN, ley especial y ley 
posterior a la norma del CC (Ver número 3.9). En apoyo a su decisión la SCC citó 
su sentencia número 664 de fecha 20 de octubre de 2008 (caso: Frank Calo con-
tra Theodorus Henricus Ras) y su sentencia número 361 de fecha 12 de agosto de 
2022, (caso: Elis Saúl Molina Sánchez contra Molina y de Bercia, C.A. Mobar-
ca). En este lugar ratificamos nuestra posición de que el lapso debe ser de «cadu-
cidad» y no de «prescripción» y que, además se debe aplicar el art. 56 LPPN por 
las razones expuestas supra. Ahora queremos agregar que la posición sostenida 
en forma reiterada por la SCC, va contra los principios que al respecto sostiene 
en forma generalizada la doctrina especializada en Derecho de Sociedades: La 
brecha entre validez y nulidad de las asambleas de accionistas debe cerrarse lo 
más breve posible en bien de la sociedad y los terceros. La sociedad y los terce-
ros –incluyendo entre éstos al público en general– no pueden estar supeditados 
permanentemente al posible ejercicio de la acción de nulidad de la asamblea; 
situación que se produciría considerando la acción sujeta a prescripción y no a 
caducidad por cuanto, además de ser excesivo el plazo de cinco años, el lapso de 
la prescripción podría ser alargado al infinito por la vía de la «interrupción de la 
prescripción» (arts. 1967 a 1974 CC).7 Vale la pena destacar que la La vigente ley 
española sobre sociedades de capital ha eliminado la distinción entre acuerdos 
nulos y anulables, fijado el plazo para el ejercicio de la acción en un año (art. 
205). No obstante, mantiene la excepción en relación con los acuerdos contrarios 
al orden público; éstos no caducan ni prescriben (art. 205.1 in fine; la razón de tal 
solución deriva de que se trata de «acuerdos nulos de pleno derecho» y quedan 
exceptuados del régimen general de caducidad de las acciones de impugnación.8

7	 En el mismo sentido, Valpuesta Gustaminza, Eduardo: Comentarios a la Ley de Sociedades de capital. Aranzadi la Ley, 
S.A.U., Madrid, 2025 5ta Edición. p. 555.

8	 Cfr. Fernando Villalba, María de Lourdes y Rodas Paredes, Paola. “La Junta general (II). Funcionamiento. Impugnación 
de acuerdos y sistemas alternativos de solución de conflictos” en Derecho de Sociedad de Capital. Estudio de la Ley de 
sociedades de capital y de la legislación complementaria. Luis Miguel Embid Irujo (Director). Marcial Pons Ediciones 
jurídicas y Sociales, S.A. Madrid, 2016. p. 263.
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6.	 Aun cuando no tiene relación con la convocatoria de las asambleas de accionis-
tas, vale la pena destacar que en el juicio en el cual se dictó el fallo, fue utilizado 
un poder otorgado muchos años antes de la celebración de la asamblea y la Sala 
señaló en forma expresa que las únicas formas de terminación del poder eran las 
señaladas en el art. 1704 CC. afirmación que como señalamos en su lugar, tiene 
importancia por cuanto hemos encontrado notarios y registradores que parecen 
pensar que los poderes están sometidos a un término de caducidad.
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